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Agencia Nacional de Tierras: máxima autoridad de tierras de la Nación, la cual tiene por objeto 
ejecutar la política de ordenamiento social de la propiedad rural formulada por el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural. 
 
Formulario de Inscripción de Sujetos de Ordenamiento como instrumento de recolección de 
información en los términos de la Resolución 740 del 2017 captura de información de las 
solicitudes tanto de ingreso al RESO de los usuarios de la ANT y del mismo modo, permite 
homologar los datos con los que cuentan los registros administrativos y de las órdenes judiciales. 
 
Fondo Nacional Agrario conjunto de bienes y recursos destinados a realizar la inversión social 
del Estado colombiano en materia de reforma agraria 
 
INCORA: Instituto Colombiano de Reforma Agraria Entidad encargada de adelantar los procesos 
de reforma agraria entre los años de 1961 y 2003, momento en el cual se dispuso su liquidación. 
 
INCODER: Entidad creada en 2003 dentro de los ajustes institucionales para agrupar funciones que 
estaban asignadas a varias entidades que se suprimieron y liquidaron para el mismo periodo. 
 
UAF: La Unidad Agrícola Familiar como área mínima vital que permite a una familia rural poder 
vivir de manera digna, teniendo en cuenta para ello variables tanto sociales como económicas. 
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RESO: Registro de Sujetos de Ordenamiento. Herramienta administrada por la Subdirección de 
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La presente Monografía tiene por objetivo general determinar una relación intrínseca, histórica 
y actual entre la legislación de adjudicación de baldíos con un énfasis de explotación de recursos 
naturales y la deforestación como una de las principales afectaciones ambientales a causa de ello. 
Para tal efecto, la monografía se estructura en tres principales acápites.  
  
En ese entendido, el problema que busca resolver la investigación se traduce en la siguiente 
pregunta problema ¿Qué relación causal posee la legislación agraria en materia de adjudicación de 
baldíos con la deforestación como fenómeno de afectación ambiental en Colombia? Para lo cual, 
la hipótesis que orientó la monografía se encamino a que históricamente la legislación agraria en 
materia de adjudicación de baldíos ha propiciado e incluso fomentado la explotación de los 
recursos naturales desconociendo la vocación del uso del suelo y propagando la deforestación en 
el país.  
 
Así las cosas, el primer capítulo que pretende a su vez, desarrollar el primer objetivo específico 
el cual gira en torno a indagar los aspectos sustanciales de la legislación colombiana a partir de un 
prisma histórico y desde un enfoque en la adjudicación de baldía a personas naturales hasta la 
actualidad. En tal entendido, se abordarán un esquema de índole histórico iniciando con la Ley 13 
de 1821 hasta abordar el Decreto 902 de 2017 que surge en el marco del acuerdo de paz suscrito 
con la extinta guerrilla FARC, a partir de este recuento legislativo se empieza a esbozar un patrón 
legislativo que propicia con acentuada fuerza normativa (en especial en la Ley 160 de 1994) la 
explotación a los recursos naturales como presupuesto sine qua non a la adjudicación de los baldíos 




Para desarrollar el segundo objetivo especifico de la presente monografía, es decir, el de describir 
de forma detallada y esquemática la deforestación como afectación ambiental, sus causas y 
consecuencias se construyó el capítulo ii que analiza los presupuestos prácticos y teóricos de la 
deforestación como una de las principales afectaciones ambientales que aflige a la nación y al 
mundo en general, con ello se comprende no solo las causas y consecuencias que lo generan como 
lo es la ampliación de la frontera agrícola sino que se esclarece la vocación del uso del suelo como 
eje estructural en el estudio acá emprendido.  
 
En tercer lugar y una vez evidenciado el nexo causal que en el desarrollo de la investigación se 
percibirá entre la adjudicación de los baldíos con la explotación de los recursos sin tener en cuenta 
la vocación del uso del suelo y los límites a la deforestación se busca ahondar desde una mirada 
prospectiva en el tercer objetivo específico de esta monografía el cual busca proponer un enfoque 
divergente y enriquecedor a la adjudicación de baldíos a personas naturales armonizando dicha 
labor estatal con la deforestación como problema ambiental. Por tanto, en el referido capítulo se 
construirán una serie de recomendaciones y aportes que permiten articular y armonizar la 
problemática acá planteada.  
 
Así mismo, se destaca que para la presente monografía realizó un estudio adscrito a los 
lineamientos del paradigma socio - crítico con una metodología mixta de enfoque 
predominantemente cualitativo, el cual se desarrollará mediante el método de la triangulación y 





Se ha optado en esta indagación por el enfoque cualitativo debido a su viabilidad y pertinencia 
respecto al tema a tratar, toda vez que, la temática guarda íntima relación con la hermenéutica, 
desde un ámbito jurídico, cultural, ambiental e histórico, por lo que además el estudio que acá 
atañe se refiere a uno de carácter no experimental. 
 
Debido a la preponderancia cualitativa que la investigación posee, los datos recolectados se 
recopilaron mediante la interpretación de las teorías y publicaciones que guardaban relación con 
la problemática abordada y a través de un análisis documental de los mismos. 
 
La metodología a tratar se cierne a través de una serie de transformaciones, reflexiones, y 
comprobaciones con el fin de extraer un significado relevante de los datos recolectados en relación 
al problema de esta investigación. Así pues, la información se procesó de la siguiente manera: (i) 
Revisión permanente y reducción de datos; (ii) disposición y transformación de datos; (iii) análisis 
de contenido y (iv) la obtención de resultados y conclusiones para con ellos lograr una 
consolidación teórica respecto al tópico y producto de ella una síntesis que englobe el desarrollo 


















Aproximaciones a la legislación colombiana en materia de adjudicación de baldíos: una 
causa directa de la deforestación. 
 
En Colombia, la dificultad de formalizar la tenencia de la tierra ha posibilitado el 
nacimiento de diferentes formas de conflictos por la tierra, en dimensiones políticas, económicas 
y sociales; es por ello que, el presente capítulo busca determinar bajo que dinámicas la 
normatividad ambiental y agraria, desde 1821 hasta el año 2015, ha regulado la adjudicación de 
territorios baldíos a personas naturales desde una perspectiva de explotación agrícola y ganadera, 
aunado a un análisis posterior a la firma del Acuerdo de paz y las consecuencias que trajo consigo 
la entrada en vigencia del Decreto 902 de 2017 que reglamentó la Reforma Rural Integral. 
 
Con la suscripción del acuerdo de paz, suscrito entre las extintas FARC – EP y el gobierno 
del ex mandatario Juan Manuel Santos Calderón, se procuró por la subsanación de las causas 
estructurales del conflicto armado. Una de ellas fue la informalidad en la tenencia de la tierra rural. 
De esta forma en el marco de los acuerdos de paz surgió la necesidad de formalizar la relación 
jurídica de la propiedad (primordialmente en el ámbito rural) a través del punto de la denominada 
Reforma Rural Integral. 
 
Lo anterior se vio materializado con el Decreto Ley 902 de 2017, por medio del cual se 
modificaron las reglas para la adjudicación, como modo de adquirir baldíos a personas naturales, 
en este quedó pactado, no solo un mayor criterio de rigurosidad1 para adjudicar los bienes 
 
 
1 Ello se ve de manifiesto al establecer criterios de equidad en los procesos de adjudicación, con la puesta en marcha 
del sistema de puntuación Registro de Sujetos de Ordenamiento RESO en la adjudicación de baldíos a personas 
naturales y con la armonización de criterios y enfoques del ordenamiento social en la propiedad rural. 
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señalados, sino que a su vez estableció como requisito sine qua non la necesidad de proteger la 
función social y ambiental de la propiedad. 
 
Si bien, la nueva reglamentación se percibe más garantista teniendo como ejes 
estructurales, no solo la necesidad de explotación del bien, sino también las formas de 
conservación de la función ecológica de la propiedad, lo cierto es que, el régimen de transición 
que estableció el órgano ejecutivo ha resultado más perjudicial que la regulación anterior. Las 
personas solicitantes han buscado la manera de adherirse al anterior régimen demostrando una 
“explotación” anterior a la fecha de promulgación del Decreto 902 de 2017, lo que acarreó una 
deforestación a gran escala para demostrar la explotación del bien, sin el cumplimiento de los 
objetivos ni finalidades que se habían contemplado en la ley. 
 
Así las cosas, el presente capítulo buscará en primer lugar, abordar la regulación normativa 
desde 1820 hasta el año 1994, con una intención histórica, para posteriormente realizar un análisis 
sobre los principales ejes estructurales de la Reforma Rural Integral del Acuerdo de Paz, así mismo, 
pretende evidenciar la razón por la cual el régimen de transición establecido por el Decreto 902 de 
2017 resulta problemático en términos ambientales, específicamente frente a la deforestación. 
 
1.1 Tierra y conflicto: una relación inescindible. 
 
 
Desde la conformación de la república hasta nuestros días, la adjudicación de terrenos baldíos 
(a personas naturales y jurídicas, a poblaciones y comunidades –religiosas y étnicas- y a entidades 
de derecho público), ha sido prácticamente la única política estatal de distribución de la tierra que 
he tenido continuidad a lo largo del tiempo, no obstante las innumerables modificaciones que a lo 
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largo del tiempo los sucesivos gobiernos han introducido en la legislación de baldíos y el reparto 
de estos (CNMH, 2016) 
 
La permanencia de la adjudicación de baldíos como política de distribución de la tierra ha sido 
en parte respuesta y causa de la continuidad de los conflictos agrarios. Para los años cincuenta 
Guzmán, Fals, & Umaña, 2016 afirmaban que la distribución y el acceso a la tierra en Colombia 
había ocasionado, desde la génesis misma del Estado, serias disyuntivas sociales, económicas y 
agrarias en la población, así y producto de la paupérrima distribución y asignación de baldíos de 
la Nación, desde antaño, el acceso a la tierra y su informalidad jurídica habían sido ejes 
estructurales de los conflictos venideros, desde la época de La Violencia (Guzmán, Fals, & Umaña, 
2016) hasta las causas que ocasionaron el surgimiento de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia (FARC) o el Ejército de Liberación Nacional (ELN). 
 
De este modo, se respalda la relación que señala Fajardo (2015), al indicar que el aspecto 
agrario en Colombia se ha visto inmerso en un fenómeno de usurpación violenta de tierras, 
adjudicaciones injustificadas de baldíos, en ocasiones con la misma aquiescencia y apoyo del 
Estado (Fajardo, 2015). De este modo, poco a poco, la problemática de adjudicación y de 
conformación de latifundios generó una explotación ineficiente del territorio, basada en el trabajo 
del gremio campesino que sin tierra y asemejado a un esquema feudal, trabajaba la tierra para su 
supervivencia (Arrubla Yepes, 1976). 
 
Las imposibilidades de diseñar una política rural diferente se evidencian a través del análisis 
socio histórico realizado por Absalón Machado (1984), donde desde la Ley 135 de 1961 hasta la 
conformación del pacto de Chicoral, se configuró una frustración por un intento reformista de 
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distribución de tierras. Fue así como la Ley 4 de 1973 frenó el ímpetu de la reforma hasta llegar al 
quiebre definitivo de una política agraria diferente con el denominado mercado de tierras. 
 
De este modo, y en concordancia con el objeto de esta investigación, para Machado una política 
rural debe distribuir oportunidades y crear condiciones para el uso de tierras ociosas y mal 
utilizadas donde existen conflictos de uso del suelo, excesiva concentración, conflictos sociales y 
violencia permanente (Machado, 1999). 
 
Esta relación se empezó a manifestar desde el sistema hacendatario de la región del Sumapaz, 
seguido de la persecución conservadora, en cabeza del mandatario Mariano Ospina Pérez, a 
campesinos y dirigentes agrarios, para por último concatenar un largo recorrido histórico de 
violencia desde 1950 hasta el año 2016, donde si bien, la violencia mutó y se transformó de 
diferentes formas, el problema agrario, la informalidad de la propiedad, la adjudicación irregular 
y el acceso a la tierra fue uno de los elementos explícitos en el conflicto (Pineda S.f). 
 
1.2 Adjudicación de tierras baldías de la Nación: un esquema de explotación (Normatividad 
anterior al proceso de paz) 
 
Verificando la existencia antiquísima de la normatividad agraria y ambiental en materia de 
acceso a tierras, se logró identificar un elemento transversal que permeó toda la legislación 
referente a la adjudicación de predios baldíos a personas naturales, ello se refiere al requisito 
esencial de demostrar la explotación del bien por un tiempo determinado. 
 
Si bien, una de las razones objetivas que dieron lugar a un enfoque de explotación fue la 
producción y un impulso económico en el sector rural de Colombia, lo cierto es que, los criterios 
para adjudicar los bienes baldíos no tuvieron en cuenta factores determinantes que limitaran dicha 
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explotación. Entre estos criterios se encuentran la vocación del uso del suelo2, la función ecológica 
de la propiedad, entre otras. 
 
Dicho en otros términos, la adjudicación de tierras baldías obedeció siempre a un 
componente de explotación, sin tener en cuenta si quiera, que la productividad de la tierra varía de 
acuerdo a la zona en la que se encuentre, y de acuerdo a la vocación que el uso del suelo tenga en 
determinado territorio, de manera tal que, en vez de potencializar la economía, en muchos casos 
se vio disminuida y limitada, por cumplir requisitos normativos contrarios a la verdadera función 
de la tierra en el área determinada en la que se encontrase el bien baldío, generando consigo no 
solo una ralentización de los procesos económicos, sino una afectación sustancial en el ámbito 
medioambiental. 
 
Ya desde la Ley 13 de 1821 se plasmó el esquema directo e incauto de explotación de la 
tierra, como requisito imprescindible para determinar la adjudicación del territorio, al señalar que, 
la enajenación de baldíos empezaría con el objetivo de fomentar la agricultura y los gastos de las 
rentas públicas (Peña,2014); de forma más expresa lo reglamentó la Ley 110 de 1912, la cual 
estableció como único modo de adquisición la ocupación y la adjudicación, esta última a través 
del cultivo o su ocupación con ganados (Articulo 65, Ley 110 de 1912). 
 
A partir de la expedición de la Ley 71 de 1917, se evidenció la necesidad de ejercer 
actividades de aprovechamiento económico como el cultivo o la morada, ello perduró en los años 





2 Tan solo el 32% del uso del suelo tiene vocación agrícola, agro forestal y ganadera, mientras que el 66 % corresponde 
a una vocación forestal, de conservación y recuperación de suelos y aguas (Perfetti & Otros, 2019) 
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Por su parte, la Ley 200 de 1936 surgió como una forma de potencializar e impulsar la 
explotación económica obligatoria de los predios, de tal manera que, a aquellos campesinos y 
trabajadores que demostraran la explotación de los baldíos se les concedió el derecho de dominio 
del bien baldío (ILSA, 2015); de igual manera esta norma estableció la presunción de propiedad 
privada en aquellos predios poseídos por particulares que generaran una explotación económica 
del suelo por medio de hechos positivos propios de dueño, como las plantaciones o sementeras, la 
ocupación con ganados y otros de igual significación económica (Art. 1 Ley 200 de 1936), así 
mismo, quedó establecida una de las formas de acreditación de la propiedad, en aquellos casos en 
que consten tradiciones de dominio por un lapso no menor del término que señalan las leyes para 
la prescripción extraordinaria (Art. 3, Ley 200 de 1936). 
 
Por su parte, con la Ley 135 de 1961 se creó el Instituto Colombiano de Reforma Agraria 
INCORA, que entre su marco funcional ostentaba el de la administración y adjudicación de baldíos 
y se empieza a configurar el concepto de UAF para adjudicar baldíos según la zona correspondiente 
del país. 
 
Con el surgimiento de la vigente Constitución Política en el año 1991, se estipuló como eje 
estructural de la propiedad el artículo 58 que contempla la garantía de la propiedad privada 
limitando dicho derecho a la función social y ecológica (Constitución Política, 1991), por su parte 
el artículo 64 busca el acceso progresivo a la propiedad de la tierra, de forma asociativa o individual 
y la priorización de la producción de alimentos, estableciendo en su artículo 65 que el Estado 
otorgará prioridad al desarrollo integral de las actividades agrícolas, pecuarias, pesqueras, 
forestales y agroindustriales, así como también a la construcción de obras de infraestructura física 
y adecuación de tierras (Constitución Política, 1991). 
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En el marco constitucional, surge la Ley 160 de 1994 la cual reglamentó la política pública 
de la reforma agraria y el desarrollo rural, y fijó como objetivo, entre otros, la adjudicación de la 
propiedad de los terrenos baldíos. Dentro de los requisitos de adjudicación se estableció en el 
artículo 69 que la persona que solicite a la adjudicación deberá acreditar una ocupación y 
explotación previa de las dos terceras partes de la superior, cuyo aprovechamiento no fuese inferior 
a cinco (5) años para tener derecho a la adjudicación. (Art. 69, Ley 160 de 1994). 
 
Si bien dentro del articulado se estableció que en su momento el INCORA iba a realizar la 
inspección ocular correspondiente al procedimiento para determinar la aptitud del suelo, en la 
práctica administrativa se erigió como un requisito a cumplir sin evaluarse los conceptos técnicos 
requeridos para la adjudicación del territorio baldío. 
 
De igual forma resta señalar que la Ley 135 de 1961 sentó las bases jurídicas para la 
denominada Unidad Agrícola Familiar (UAF), la cual y en razón a que los topes y límites de la 
UAF no obedecía a un criterio objetivo de análisis ambiental y productivo se generaron 
adjudicaciones que no correspondían a la capacidad productiva y ambiental del mismo. 
 
Bajo este lineamiento, resulta necesario citar la posterior regulación de estas Unidades en 
la Ley 160 de 1994 al tenor toda vez que, esta refuerza la hipótesis acá consagrada, en términos de 
una positivización y redacción normativa orientada a la explotación agropecuaria de cualquier tipo 
de territorio sin importar la vocación del mismo. 
 
Tal y como se evidencia en la definición dada por la norma, la UAF es: “la empresa básica 
 
de producción agrícola, pecuaria, acuícola o forestal cuya extensión, conforme a las condiciones 
 
agroecológicas de la zona y con tecnología adecuada, permite a la familia remunerar su trabajo  y 
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disponer de un excedente capitalizable que coadyuve a la formación de su patrimonio. La UAF no 
 
requerirá normalmente para ser explotada sino del trabajo del propietario y su familia, sin 
 
perjuicio del empleo de mano de obra extraña, si la naturaleza de la explotación así lo requiere” 
Subrayas fuera de texto. 
 
Como se puede constatar, el acápite señalado no contempla algún tipo de limitación en 
términos de biodiversidad, sino que abre la brecha a un aprovechamiento agropecuario sin una 
restricción ambiental o atendiendo a los usos de la aptitud del suelo. 
 
Para ilustrar de forma esclarecedora el recuento histórico de la evolución normativa en a la 
adjudicación de baldíos es pertinente ilustrarlo a través del siguiente gráfico: 
 
Tabla 1. Recuento normativo de la adjudicación de baldíos en Colombia (1821-2017) 
 
Norma Jurídica Condición de Explotación Acreditación de titulación 
Ley 13 de 
octubre de 1821 
 
(Sobre enajenación 
de tierras baldías y 
creación de oficinas 
de agrimensura) 
Considerando que uno de los 
primeros deberes es fomentar la 
agricultura por cuantos medios 
estén a su alcance y que la 
enajenación de tierras baldías a 
precios cómodos y equitativos 
debe contribuir poderosamente a 
tan importantes objetos; 
Artículo 49: Los que se hallen 
actualmente, en posesión de las tierras 
baldías con casas y labranzas en ellas, sin 
título alguno de propiedad, serán 
preferidos en las ventas, siempre que en 
concurrencia de otro se allanen a pagar el 
mismo precio que se ofrece por ellas. 
  Artículo 59: Los que poseyeren tierras 
baldías de tiempo inmemorial, o a pretexto 
de una justa prescripción, deberán 
concurrir en el término perentorio de un 
año a sacar sus títulos de propiedad, 
debiendo, si no lo hicieren, volver al 
dominio de la República las expresada 
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Ley 110 de 1912 
 
(Por el cual se 
sustituyen el Código 
Fiscal y las leyes que 
lo adicionan y 
reforman) 
Art. 66 La persona establecida 
en terrenos baldíos con casa de 
habitación y cultivos, tales como 
siembras de cacao, café, caña de 
azúcar y demás plantaciones 
permanentes o empresas de 
sementeras de trigo, maíz, arroz, 
etc, tiene derecho a que se le 
adjudique gratuitamente lo 
cultivado y una parte del terreno 
adyacente en una extensión que 
comprenda lo ocupado y tres 
tantos más. 
Artículo 65: La propiedad de baldíos se 
adquiere por su cultivo o su ocupación con 
ganados, de acuerdo con lo dispuesto en 
este Código. 
Ley 71 de 1917 
 
(Sobre terrenos 
baldíos y defensa de 
los derechos de 
cultivadores y 
colonos) 
Artículo 1. Toda persona que 
como colono o cultivador, 
quiera adquirir título de 
propiedad sobre los terrenos 
baldíos en donde haya 
establecido casa de habitación o 
cultivos artificiales, tales como 
plantaciones de café, cacao, caña 
de azúcar y demás de carácter 
permanente o sementeras de 
trigo, maíz, arroz, etc., en una 
extensión no mayor de diez 
hectáreas, y sobre otro tanto de 
lo cultivado deberá solicitar la 
adjudicación respectiva por 
medio de un memorial de 
denuncio, dirigido al
 Gobernador del 
Departamento en que esté 
ubicado el terreno, o el 
Intendente Nacional, según el 
caso. 
Artículo 10. Cuando al hacer una 
adjudicación de terrenos baldíos a 
cualquier título se hallaren establecidos 
previamente colonos o cultivadores en la 
extensión respectiva, se les deberán 
reconocer las extensiones cultivadas para 
lo cual no se les exigirá a los cultivadores 
el que tengan adquirido título de 
propiedad. Podrán ellos solicitarlo 
posteriormente, ciñéndose a las 
disposiciones de esta Ley. 
 
Parágrafo. Igualmente deberá reconocerse 
y respetarse en la adjudicación o entrega 
de terrenos denunciados como baldíos, el 
derecho del propietario o del adjudicatario 
que presenten, debidamente arreglados, 
sus correspondientes títulos de dominio, si 
éstos no han sido declarados judicialmente 
nulos. 
Ley 200 de 1936 
 
(Sobre régimen de 
tierras) 
Artículo 1. Se presume que no 
son baldíos, sino de propiedad 
privada, los fundos poseídos por 
particulares, entendiéndose que 
dicha  posesión  consiste  en   la 
explotación económica del suelo 
Artículo 1. Se presume que no son baldíos, 
sino de propiedad privada, los fundos 
poseídos por particulares, entendiéndose 
que dicha posesión consiste en la 
explotación   económica   del   suelo   por 
medio   de  hechos  positivos  propios   de 
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 por medio de hechos positivos 
propios de dueño, como las 
plantaciones o sementeras, la 
ocupación con ganados y otros 
de igual significación 
económica. 
 
La presunción que establece este 
artículo se extiende también a las 
porciones incultas cuya 
existencia sea necesaria para la 
explotación económica del 
predio, o como complemento 
para el mejor aprovechamiento 
de éste, aunque en los terrenos de 
que se trata no haya continuidad, 
o para el ensanche de la misma 
explotación. 
dueño, como las plantaciones o 
sementeras, la ocupación con ganados y 
otros de igual significación económica. 
 
Artículo 3. Acreditan propiedad privada 
sobre la respectiva extensión territorial, y 
en consecuencia desvirtúan la presunción 
consagrada en el artículo anterior, fuera 
del título originario expedido por el Estado 
que no haya perdido su eficacia legal, los 
títulos inscritos otorgados con 
anterioridad a la presente ley, en que 
consten tradiciones de dominio por un 
lapso no menor del término que señalan 
las leyes para la prescripción 
extraordinaria. 
Constitución 
Política de 1991 
Artículo 65. La producción de 
alimentos gozará de la especial 
protección del Estado. Para tal 
efecto, se otorgará prioridad al 
desarrollo integral de las 
actividades agrícolas, pecuarias, 
pesqueras, forestales y 
agroindustriales, así como 
también a la construcción de 
obras de infraestructura física y 
adecuación de tierras. 
Artículo 64. Es deber del Estado promover 
el acceso progresivo a la propiedad de la 
tierra de los trabajadores agrarios, en 
forma individual o asociativa, y a los 
servicios de educación, salud, vivienda, 
seguridad social, recreación, crédito, 
comunicaciones, comercialización de los 
productos, asistencia técnica y 
empresarial, con el fin de mejorar el 
ingreso y calidad de vida de los 
campesinos. 
Ley 160 de 1994 
 
(Por la cual se crea el 
Sistema Nacional de 
Reforma Agraria y 
Desarrollo Rural 
Campesino, se 
establece un subsidio 
para la adquisición de 
tierras, se reforma el 
Instituto Colombiano 
Artículo 69. La persona que 
solicite la adjudicación de un 
baldío, deberá demostrar que 
tiene bajo explotación 
económica las dos terceras 
partes de la superficie cuya 
adjudicación solicita y que la 
explotación adelantada 
corresponde a la aptitud del 
Artículo 65. La propiedad de los terrenos 
baldíos adjudicables, sólo puede 
adquirirse mediante título traslaticio de 
dominio otorgado por el Estado a través 
del Instituto Colombiano de la Reforma 
Agraria, o por las entidades públicas en las 
que delegue esta facultad. 
 
Los ocupantes de tierras baldías, por ese 
solo hecho, no tienen la calidad de 
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de la Reforma 
Agraria y se dictan 
otras disposiciones.) 
suelo establecida por el INCORA 
en la inspección ocular. 
poseedores conforme al Código Civil, y 
frente a la adjudicación por el Estado sólo 
existe una mera expectativa. 
 En todo caso, deberá acreditarse 
una ocupación y explotación 
previa no inferior a cinco (5) 
años para tener derecho a la 
adjudicación 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
1.3 La explotación y la conservación como factores complementarios, no excluyentes. 
 
Como se evidenció en el anterior recuento normativo, gran parte de la legislación se orientó 
a una explotación económica del baldío en razón a la productividad del país, no obstante, la 
explotación realizada desde 1812 hasta 1994 estuvo orientada hacia el campo agrícola y ganadero, 
obviando la finalidad y la vocación del uso del suelo, lo que generó graves afectaciones 
ambientales debido a que en zonas donde el uso del suelo era eminentemente de conservación 
forestal se explotó de diversas formas, entre ellas haciendo práctica de la deforestación, por 
requisito legal. 
 
Lo anterior no quiere decir que en el procedimiento de la adjudicación no se deba demostrar 
la explotación donde el uso del suelo así lo establezca. Por el contrario, lo que quiero resaltar es 
que la explotación del bien se ha entendido únicamente en términos agrícolas y ganaderos. Como 
se mostrará más adelante, desde una perspectiva ambiental, la vocación del suelo es un variopinto 
de formas de apropiación territorial que se ha reducido a una vocación agrícola. 
 
Para la primera mitad del siglo XX la historiadora inglesa Catherine LeGrand (1988) 
estableció dos grandes tendencias en la adjudicación de baldíos en Colombia. En primer lugar, una 
política de tierras orientada hacia el crecimiento económico rural desde una producción agrícola y 
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ganadera, lo cual sustenta nuevamente la percepción estatal de explotación. La segunda tendencia 
que halló fue la existencia de graves falencias a nivel fiscal en las estructuras político 
administrativa del Estado colombiano, razón por la cual los baldíos se erigieron como una fuente 
de recursos óptima y eficiente. Ello condujo a que el gobierno de turno se apresurara a “vender la 
tierra al mejor postor” (Niño & Sánchez, 2015). 
 
Teniendo en cuenta las tendencias identificadas por LeGrand, resulta relevante señalar que 
las adjudicaciones de baldíos entre 1827 y 1931 se realizaron de forma apresurada sin un cabal 
seguimiento de los requisitos en términos de aptitud de suelos y buscando siempre una explotación 
económica en términos agrícolas y ganaderos, dejando fuera de la órbita de adjudicación, la 
posibilidad de asignar la tierra a un campesino que, verbi gratia, conservara la biodiversidad en el 
predio o buscara la recuperación del agua en el bien solicitado en adjudicación. 
 
Si bien, con la expedición de la Ley 160 de 1994, se contempló que la explotación debía 
realizarse en razón a la aptitud del suelo, lo cierto es que, esta distinción se efectúa entre aptitud 
agrícola y forestal sin llegar a contemplar la conservación de la biodiversidad ambiental como 
forma de “explotación”, de tal suerte que, a la fecha, no existen predios adjudicados en razón a la 
conservación del medio ambiente. 
 
En estricto sentido se refiere la norma precitada y el Instituto Latinoamericano Para Una 
Sociedad Y Un Derecho Alternativos (2015) que prevé dentro de los requisitos para la adjudicación 
de baldíos como condición necesaria para la adjudicación la necesidad de que la tierra solicitada 
tenga aptitud agropecuaria. (ILSA,2015). 
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Igual de significativo resulta traer a colación la legislación posterior a la Ley 160 de 1994. 
Entre esta se resalta en materia de acceso a tierras la Ley 1133 de 2007 mediante la cual se creó e 
implementó el programa denominado “Agro Ingreso Seguro” y la Ley 1448 de 2011, por la cual 
se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado 
interno. En especial la expedición de la Ley 1448 de 2011 fue paradigmática por cuanto supuso la 
devolución de la tierra a los campesinos que en razón del conflicto interno armado se vieron en la 
necesidad de abandonar sus predios rurales. 
 
Posteriormente la Ley 1728 de 2014 estableció las reglas concernientes a la distribución de 
terrenos baldíos a familias pobres del país con fines sociales y productivos. En el año 2015 a través 
del Decreto 2363 se creó la Agencia Nacional de Tierras (ANT), la cual remplazó el extinto Incoder 
en sus funciones, entre las cuales se enmarca los procesos de titulación individual de baldíos y 
colectivos a comunidades étnicas. 
 
Teniendo en cuenta la legislación reciente es posible afirmar que la política de adjudicación 
de baldíos ha tenido un impacto relevante y una diligencia administrativa bastante activa. En el 
estudio realizado por la Contraloría General de la República en el año 2014 se señaló que entre 
1901 y 2012 se han abarcado 23.431.557 hectáreas en 619.937 procesos de adjudicación de baldíos 
(Contraloría General de la República, 2014). 
 
Ello resultaría a todas luces beneficioso para la formalización de la tierra y el acceso a esta 
en cabeza del campesinado, si no fuese por la disyuntiva anteriormente presentada en relación al 
uso y aptitud equivocada del suelo, referenciando una perspectiva de explotación del territorio, lo 




1.4 Acuerdo de Paz: Formalización y Acceso a la Tierra Sobre la Mesa 
 
Luego de más de cincuenta años de violencia generalizada y sistemática en Colombia, se 
dio fin al conflicto interno armado que afligía a la Nación con el proceso de paz iniciado en el año 
2012 en vigencia del gobierno de Juan Manuel Santos y culminado en el año 2016 con la 
celebración del Acuerdo Final Para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz 
Estable y Duradera (Beltran Bustos, 2017). 
 
En el Acuerdo de paz en cuestión, se llegaron a cinco principales puntos de convergencia 
necesarios e imprescindibles para la aplicación de una paz real y efectiva, comoquiera que ellos 
constituían la génesis del conflicto en Colombia (2016), Así pues, se conciliaron las posturas en 
términos de: participación política; una solución idónea para el problema de las drogas ilícitas; los 
mecanismos para la terminación per se del conflicto; los mecanismos de reparación integral a las 
víctimas y una Reforma Rural Integral que conduzca, en términos del acuerdo, a un nuevo 
planteamiento paradigmático en el campo colombiano. 
 
Toda vez que el presente análisis pretende ahondar en las cuestiones agrarias y ambientales 
en términos de formalización de la propiedad, nos limitaremos a abordar estrictamente el primer 
punto del acuerdo de paz con el ánimo de delimitar pertinentemente el objeto de estudio acá 
señalado. 
 
1.4.1 Fines y Objetivos 
 
En este orden de ideas, la Reforma Rural Integral contempla de manera sumaria tres 
principales objetivos (i) la posibilidad de que los habitantes de las zonas rurales sean titulares del 
derecho de dominio de los bienes inmuebles situados en las zonas afectadas (ii) la posibilidad de 
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que no solo detenten la titularidad sino que posean los medios idóneos y efectivos para explotar y 
producir la tierra de manera tal que le permita un nivel medio de subsistencia económica e integral 
y (iii) los mecanismos de participación en la planeación regional de los proyectos productivos en 
materia rural. (Alto Comisionado Para la Paz, 2016) 
 
De manera esclarecedora el Alto Comisionado Para la Paz logra reducir sus propósitos al 
señalar que la reforma rural integral: “Busca la erradicación de la pobreza rural extrema y la disminución 
en un 50 % de la pobreza en el campo en un plazo de 10 años, la promoción de la igualdad, el cierre de la 
brecha entre el campo y la ciudad, la reactivación del campo y, en especial, el desarrollo de la agricultura 
campesina, familiar y comunitaria.” (Alto Comisionado Para la Paz, 2016) 
 
1.4.2 Instrumentos y Mecanismos 
 
El Acuerdo para la Terminación del Conflicto contempla una serie de instrumentos y 
procedimientos que materializan la posibilidad de alcanzar la paz. Entre ellos se identifican con 
gran preponderancia la creación de un fondo de tierras permanente que desconcentre y promueva 
la distribución equitativa de la tierra. Este fondo se dirige directamente a aquellos habitantes del 
sector rural que no posean la titularidad del dominio suficiente para una explotación idónea y 
productiva. (Acuerdo Final Para la Terminación del Conflicto y la Construcción de Una Paz 
Estable y Duradera, 2016) 
 
Por otra parte, otro de los instrumentos que busca instaurar el acuerdo de paz hace alusión 
al acompañamiento estatal a los campesinos en sus proyectos productivos, es decir, el denominado 
acceso integral, de forma tal que exista un apoyo al habitante rural en términos de asistencia 
técnica, asistencia económica y experimental frente a mecanismos de riego, entre otras. 
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Aunado a lo anterior, el Acuerdo contempla uno de los cimientos estructurales de la 
Reforma Rural Integral, el cual recae en la formalización de la propiedad, ante la falta y confusión 
del derecho de dominio y la titularidad de la propiedad. Uno de los esfuerzos más arduos y 
comprometedores que tiene el Estado en cabeza de sus instituciones es la consolidación de un plan 
masivo que formalice la pequeña y mediana propiedad, claro está, para aquellos habitantes que 
posean el derecho, pero a falta de una formalidad como la escritura pública no lo pueden hacer 
oponible a terceros. 
 
Si bien el programa de Restitución de Tierras ya se encontraba en vigencia desde la 
expedición de la Ley 1448 de 2011, el Acuerdo reafirma la relevancia e importancia de esta 
institución plasmando el deber de fortalecer esta entidad en el marco del posconflicto; así mismo 
se insistió en la necesidad de crear un Catastro Rural que permita la regularización de la tierra, la 
determinación de predios para el cobro del impuesto predial en los municipios, y general, para 
esclarecer la propiedad en todo el sector rural colombiano. 
 
De igual importancia resultan los esfuerzos del acuerdo al implementar una Jurisdicción 
agraria que resuelva los litigios por el uso y tenencia de la tierra y la vocación para el uso de la 
tierra y las Zonas de reserva campesina lo que fortalece en mayor medida los grados de 
intervención estatal en las zonas periféricas y rurales del territorio colombiano. (Acuerdo Final 
Para la Terminación del Conflicto y la Construcción de Una Paz Estable y Duradera, 2016) 
 
1.4.3 Plan nacional sectorial y programas de desarrollo con enfoque territorial 
 
Por otra parte, el Acuerdo, contempla una serie de planes que tienen por objetivo 
potencializar el uso adecuado de la tierra por parte de los habitantes del sector rural, en este orden, 
se logran identificar tres principales planes. 
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El primero de ellos, orientado principalmente a las condiciones necesarias de 
infraestructura y adecuación a través de la conexión e integración de los habitantes rurales por 
medio de vías terciarias que logren relacionar regionalmente a las diversas comunidades 
campesinas; la potencialización y consolidación de sistemas de riego eficientes con un enfoque 
ambiental basado en la preservación adecuada del agua, y por último, a través de la electrificación 
y ampliación de la cobertura digital en todos los sectores del país. 
 
A su vez, el acuerdo plantea un plan encaminado al desarrollo social, de forma tal que, se 
pretende optimizar con ello los sectores de salud, educación, vivienda y agua potable con criterios 
mayores de accesibilidad y garantía para cada uno de los servicios mencionados; el último de estos 
planes hace alusión a los estímulos a la productividad de la tierra a través de seguridad alimentaria, 
nutricional y social buscando garantizar condiciones idóneas para los trabajadores en términos 
salarial y laboral y alimentario, aunado a una búsqueda de economías solidarias y con fácil acceso 
a créditos de inversión que le permitan a la población explotar consecuentemente el predio de 
manera óptima y eficiente. 
 
Los planes a través de los cuales las partes buscan implementar la reforma aplicarán de 
manera priorizada la ejecución de estos a través de enfoques territoriales en lugares donde el 
acaecimiento del conflicto interno armado generó mayores impactos y consecuencias negativas en 
el sector rural y productivo del territorio colombiano. 
 
1.5 Normatividad Posterior y en Razón al Acuerdo de Paz 
 
Firmado el acuerdo de paz en el año 2016, surgieron cuatro grandes pilares para la 
implementación de la reforma rural integral, como se evidenció, uno de los cambios estructurales 
a los que le apuntó la suscripción del acuerdo fue la formalización de la propiedad y con ello, el 
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acceso efectivo de la tierra, para ello, se modificó sustancialmente la forma a través de la cual se 
realizaría la adjudicación de baldíos. 
 
En razón a esta necesidad de modificar el procedimiento se expidió el Decreto Ley 902 de 
2017 para la implementación de la Reforma Rural Integral3. Para la Agencia Nacional de Tierras 
“El Decreto Ley 902 de 2017, es una norma instrumental que busca dotar a la institucionalidad de 
tierras de herramientas para empezar cuanto antes a formalizar y adjudicar tierras rurales de tal 
forma que los demás programas tendientes a buscar el desarrollo rural en el país puedan converger 
en el territorio y lograr cambios que apunten a los objetivos de la Reforma Rural Integral” (Agencia 
Nacional de Tierras, 2017). 
 
Vale pues señalar, que el Decreto Ley 902 de 2017 como marco regulatorio de la Reforma 
Rural Integral en términos de formalización y acceso a la propiedad impuso unos requisitos más 
acordes a la realidad social colombiana, y con ello unos requisitos mucho más rigurosos para lograr 
la adjudicación del bien baldío. 
 
Así las cosas, el decreto señalado, unificó los criterios para la adjudicación de baldíos, los 
subsidios y predios del Fondo Nacional Agrario; definió los criterios de asignación a través de un 
puntaje conforme al sistema de Registro de Sujetos de Ordenamiento RESO y pretendió armonizar 
el ordenamiento social de la propiedad rural, priorizando en la adjudicación la calidad de sujeto a 







3 Por el cual se adoptan medidas para facilitar la implementación de la Reforma Rural Integral contemplada en el 




Este lineamiento se sustenta en la misma interpretación que realiza la Agencia Nacional de 
Tierras al afirmar que: 
 
“Con la Ley 160 de 1994 la adjudicación de baldíos suponía una ocupación previa de 5 años y la 
explotación de las dos terceras partes del predio para que alguien pudiera solicitarle al Estado su 
titulación. Esta disposición podría conducir, en el marco de un plan de ordenamiento social de la 
propiedad rural y del respectivo barrido predial, a que a una persona que se encontrara ocupando 
un baldío y cumpliera con las condiciones para ser sujeto de acceso a tierra, pero no llevara ni el 
tiempo ni hubiera explotado las extensiones, no se le pudiera adjudicar. Esto implicaría dejar a esa 
persona sin la seguridad jurídica del título y la necesidad de regresar una vez pasado el tiempo 
faltante a verificar el cumplimiento de las mencionadas condiciones, lo cual no solo sería un 
desgaste institucional y de recursos, sino que conduciría también a darle la espalda a una situación 
de inseguridad jurídica que puede redundar en generar nuevos conflictos sociales en el campo 
colombiano.” (Agencia Nacional de Tierras, 2017) 
 
En este sentido, el artículo 4 del decreto señala quienes son los sujetos de acceso a tierra y 
formalización a título gratuito, señalando como requisitos la condición de no poseer un patrimonio 
neto superior a 250 smlmv; no ser propietarios de predios rurales y/o urbanos; no haber sido 
beneficiarios de algún programa de tierras; no ser requerido por las autoridades ni haber sido 
declarado como ocupante indebido de tierras baldías o fiscales. 4(Art 4, Decreto Ley 902 de 2017). 
 
Así mismo, el artículo 8 señala que, quien fuere sujeto de acceso a tierra y formalización a 
título gratuito o parcialmente gratuito, se someterá por un término de siete (7) años contados a 
partir de la fecha de inscripción del acto administrativo que asigne la propiedad o uso sobre predios 
rurales, al cumplimiento de las siguientes obligaciones: (i) Adelantar directamente y/o con el 
trabajo de su familia la explotación del bien en los términos y condiciones fijadas en el respectivo 
proyecto  productivo (ii) No transferir el derecho de  dominio o  ceder el uso  del bien  sin previa 
 
 
4 Salario mínimo Legal vigente. Para el año 2020 el salario mínimo legal es de 877.803 pesos. 
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autorización expedida por la Agencia Nacional de Tierras (iii) Garantizar que la información 
suministrada en el proceso de selección (iv) Acatar las reglamentaciones sobre usos del suelo, 
aguas y servidumbres y (v) No violar las normas sobre uso racional, conservación y protección de 
 
los recursos naturales renovables. 
 
 
Estos dos últimos numerales resultan relevantes para la presente investigación por cuanto 
se empieza a evidenciar como la legislación empieza a contemplar factores objetivos para 
adjudicar los territorios baldíos obedeciendo a criterios de mayor incidencia que permitan la 
productividad y eficiencia del territorio. 
 
Aunado a lo anterior, quien quisiese solicitar la adjudicación de un predio baldío deberá 
adscribirse al Registro de Sujetos de Ordenamiento RESO, cuyo puntaje se encuentra establecido 
en el artículo 14 del Decreto 9025. Se permite entonces inferir, que el nuevo régimen de 
adjudicación de baldíos a personas naturales se torna más restrictivo para quien lo solicita y en 
concordancia su adjudicación obedece a criterios más rigurosos que el establecido anterior a la 
firma del acuerdo de paz. 
 
Esta nueva reglamentación ha incluido como obligaciones directas con el bien la necesidad 
de acatar las reglamentaciones sobre usos del suelo, aguas y servidumbres y la necesidad de no 
vulnerar las normas sobre uso racional, conservación y protección de los recursos naturales 
renovables, factores que la legislación anterior no tenía en cuenta al momento de evaluar la 




5 Dentro de las variables que definen este puntaje se encuentra las condiciones socioeconómicas, un enfoque 




Conforme a lo anterior, y atendiendo al sistema de puntuación del RESO, la adjudicación 
se torna más compleja para quien la solicita, en mérito de lo expuesto los solicitantes que poseían 
o buscaban acreditar la explotación y solicitar la adjudicación se ven atraídos al sistema anterior 
regulado a través de la Ley 160 de 1994. 
 
1.5 Régimen de transición: Es peor el remedio que la enfermedad. 
 
De esta forma y para realizar la modificación articulada de los procesos de adjudicación, 
el legislador incluyó en el artículo 27 del Decreto 902 de 2017 el régimen de transicionalidad frente 
a la forma de adjudicación contemplada en el año 1994: 
 
“En los casos en que el ocupante haya elevado su solicitud de adjudicación con anterioridad a la 
entrada en vigencia del presente decreto ley se aplicará en su integridad el régimen más favorable 
para lograr la adjudicación. Cuando como consecuencia de lo dispuesto en el inciso anterior se opte 
por el régimen establecido en la Ley 160 de 1994, no se aplicará lo dispuesto en los numerales 2 y 
3 del artículo 92 de la misma, y en su lugar se aplicará lo dispuesto en el artículo 48 sobre 
participación procesal de los Procuradores Ambientales y Agrarios. A quienes demuestren una 
ocupación iniciada con anterioridad a la expedición del presente decreto ley y no hubieren 
efectuado la solicitud de adjudicación, se les podrá titular de acuerdo con el régimen que más 
les favorezca, siempre y cuando hubieren probado dicha ocupación con anterioridad al 
presente decreto ley, para lo cual, a efectos de facilitar su acreditación, los particulares podrán dar 
aviso a la Agencia Nacional de Tierras dentro de un plazo de un año a partir de la expedición del 
presente decreto ley.” (Art, 27. Decreto 902 de 2017) Negritas fuera de texto. 
 
Resulta evidente que con la consagración del articulo 27 en el nuevo Decreto se les brindó 
la oportunidad a los solicitantes de adherirse al anterior régimen de adjudicación sustentado en el 
principio de favorabilidad, de forma tal que se obvia la participación activa de la procuraduría y se 
limita la adjudicación a la explotación agrícola del territorio. 
 
En orden de ideas, la Agencia Nacional de Tierras emitió la circular No 02 del 22 de enero 
de 2018 donde pone de presente los lineamientos a la hora de interpretar el régimen de transición. 
Esta circular indica que, la acepción lógica del término de procedimientos administrativos del 
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articulo 81 donde se establece la vigencia y derogatoria impone que se adecue el régimen de 
transición a través del procedimiento único siempre y cuando se haya iniciado la formulación del 
plan de ordenamiento social de la propiedad. 
 
1.6 Consecuencia: Deforestación a Gran Escala 
 
En razón a este régimen de transición, se abrió una brecha sin precedentes para la 
configuración de afectaciones ambientales especialmente en materia de deforestación, lo anterior 
con base a que, los solicitantes de adjudicación a personas naturales, con el empeño y deseo de 
adscribirse al anterior régimen de adjudicación, es decir el señalado, en la Ley 160 de 1994, incluso 
sin haber presentado solicitud, vieron la posibilidad de ser beneficiados por la misma, demostrando 
una explotación anterior a la vigencia de la norma expedida en el año 2017. 
 
En este orden, las personas solicitantes buscaron a través de la deforestación en masa de los predios 
ocupados demostrar la explotación de los fundos materia de adjudicación, sin tener en cuenta la 
vocación del uso del suelo, las condiciones ambientales de preservación y conservación del medio 
ambiente, e incluso sin atender a un proceso de producción económico sustentable. 
 
Ello corresponde con las cifras y las hectáreas que se han deforestado en Colombia a partir de la 
expedición del Decreto Ley 902 de 2017. Así lo muestra la tasa de deforestación presentada por el 
Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales (IDEAM) en julio de 2018, 
señalando que el país ha perdido más de 219.973 hectáreas de bosque natural entre el 2017 y el 
2018, cifra que se consolida como la más alta en los últimos seis años (Pardo & Saavedra, 2018). 
 
Lo anterior evidencia un incremento exponencial de la deforestación, la razón que sustenta 
esta tendencia creciente de este fenómeno ambiental está dada por diferentes variables que no se 
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pueden excluir del presente objeto de estudio como lo son la praderización, la existencia de cultivos 
de uso ilícito, la extracción de madera, entre otros; sin embargo, destaca como una de las 
principales razones y quizás la más significativa: “la ocupación de baldíos, los desafíos del proceso 
de paz, las quemas y los intereses sobre la especulación de la tierra” (IDEAM, 2018). 
 
En estricto sentido, se refiere Franco, (2018) al señalar que los motores de la deforestación 
contemplan las mismas variables y causas estructurales de antaño, sin embargo, el problema de la 
especulación de la tierra y la expectativa de titulación de predios asociados al posconflicto son los 
más generalizados (Franco, 2018). 
 
La distribución territorial de la deforestación a partir del año 2017 se puede evidenciar en 
la siguiente infografía presentada por el IDEAM, donde se relacionan los principales 
departamentos en los cuales el fenómeno ambiental de la deforestación ha impactado con mayor 
ahínco, a saber: 
 
 
Ilustración 1: Tomado de: Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales, 2018. 
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La situación ha llegado a configurarse de forma alarmante, en la región amazónica, 
especialmente en el departamento del Caquetá con la tasa de deforestación más alta a nivel 
nacional. En el Caquetá ocurrió un fenómeno paradójico, en tanto que, con la existencia del 
conflicto interno armado las FARC, quienes habitaban este territorio, protegían los bosques y 
prohibían la tala de árboles, no desde una perspectiva proteccionista al medioambiente sino porque 
ello les permitía tener el control del territorio. 
 
Con la firma del acuerdo de paz y la reglamentación subsiguiente, la tala de árboles y la 
deforestación se incrementó exponencialmente, el informe elaborado por Semana permite elucidar 
como la deforestación ha sido una causa directa del deseo de la apropiación de baldíos sin la 
observancia de los requisitos ambientales, ni la vocación del uso del suelo correspondiente, al 
indicar que: “el bosque amazónico se ha talado en proporciones alarmantes. Colonos han entrado 
para acaparar grandes extensiones de tierra baldías – hasta de 1.000 hectáreas – para deforestar e 
implantar ganadería extensiva en un territorio no apto para este negocio y en esas dimensiones” 
(Semana,2018). 
 
La situación y la nueva reglamentación en materia de adjudicación de baldíos ha generado 
una relación causa y efecto entre la deforestación, como modo de explotación de baldíos y un 
régimen de transicionalidad que permite brindar la última oportunidad a los solicitantes de adquirir 
el dominio del bien explotando de forma irresponsable los fundos. 
 
El testimonio de Rafael Orejuela, uno de los líderes comunitarios del municipio de 
Cartagena del Chaira incluido en el informe elaborado por Semana (2018) indica a su vez que: “lo 
que está sucediendo es que desde hace dos años han venido llegando mafias que empujan a 
campesinos para que ocupen miles de hectáreas de baldíos –con bosques todos ellos y en un 
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departamento donde el 90 por ciento de las tierras no está titulada– para que las pongan a producir 
con ganado. Para ello les entregan motosierras y lo básico que necesitan para subsistir.” 
(Semana,2018). 
 
Resulta relevante indicar que históricamente la percepción estatal de la explotación 
agrícola y ganadera como única alternativa para el desarrollo económico de las zonas rurales a ha 
sido un factor estructural de la deforestación. En este sentido, la ignorancia propia del Estado para 
asumir un direccionamiento productivo en el campo en varias ocasiones propició, desde las vías 
institucionales y legislativas, la deforestación a gran escala. El testimonio del colono Orejuela lo 
evidencia: “Uno iba al Banco Agrario y para que le aprobaran un préstamo había que demostrar 
que se tenían hectáreas en pasto para la producción de leche” (Semana,2018). 
 
Con todo, lo que resulta aún más preocupante es que pareciese ser, que la acción 
institucional del Estado aún no se percata del nexo causal acá establecido y por lo tanto, aún no se 
ejecutan medidas correctivas que permitan una subsanación a los problemas ambientales que ha 
generado la falta de planeación normativa en materia de adjudicación de baldíos. El ex director 
territorial de la Región Amazonia-Orinoquia de Parques Nacionales Naturales, Rodrigo Botero, 
señala que: “aún no se consolida una base de información sobre los nexos entre deforestación, 
apropiación de tierras, acciones y omisiones gubernamentales y operaciones de grupos ilegales en 
los territorios” (Botero, 2018). 
 
Como conclusión se puede señalar que, el régimen de transicionalidad interpuesto por el 
legislador entre las formas de adjudicación la Ley 160 de 1994 (de vocación agrícola y ganadera) 
y el establecido en el Decreto Ley 902 de 2017 (garantista y respetuosos al medio ambiente), ha 
resultado ser más perjudicial que el régimen anterior en sí mismo, ello por cuanto se incentivó a 
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través de un requisito normativo (el artículo 27 del decreto), la explotación irresponsable de los 
bienes baldíos, generando con ello unos índices alarmantes de deforestación en toda Colombia, 





La deforestación: una preocupación ambiental a nivel local e internacional. 
 
Para continuar con el desarrollo de los objetivos planteados al inicio de esta investigación, 
se hace necesario ahondar en los presupuestos teóricos, conceptuales y cuantitativos que envuelven 
el fenómeno de la deforestación como afectación ambiental directa del modo anterior de 
adjudicación de baldíos en la nación; para ello, se analizarán la definición científica del mismo; 
las causas mediante la cual se configura; su materialización internacional; los efectos y 
consecuencias que acarrea su práctica sistemática hasta concluir haciendo énfasis en la 
degradación forestal que acaece en razón a la deforestación y su cambio definitivo en la vocación 
del uso del suelo deforestado. 
2.1 Aproximación teórica y conceptual 
 
Bajo este orden de ideas, es preciso iniciar el presente estudio a partir de la noción dada 
por MAGMBA & FAO (2018), la cual define la deforestación como “la transformación del bosque 
a otro uso de la tierra o reducción a largo plazo de la cubierta de copa por debajo del umbral 
mínimo del 30% correspondiente a la definición de bosque”. 
En otras palabras, Salgado (2014) define la deforestación como la destrucción a gran escala 
de los bosques por la acción humana, el mismo autor señala que esta práctica si bien se genera por 
diferentes factores, el común denominador es el aprovechamiento económico y la ampliación de 
actividades extractivas (Salgado, 2014). 
Con base a las anteriores nociones de deforestación es menester precisar que, la 
deforestación supone entonces la transformación de un bosque natural por la actividad humana y 
en razón a un fin lucrativo y/o económico (en la mayoría de las veces); no obstante, aún se hace 
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necesario resolver las preguntas orientadoras referentes al ¿Por qué se genera esta afectación 
ambiental? ¿Por qué tiene una continua tendencia creciente a nivel mundial? ¿Cuáles son los 
principales motivos que llevan a la deforestación? 
Para dar respuesta a lo anterior, es necesario abordar las principales causas de la 
deforestación desde la categorización realizada por Global Canopy Programme CGP (2013) en la 
cual disgrega las causas de la deforestación en causas subyacentes y directas. 
2.2 Causas subyacentes o indirectas de la deforestación 
 
2.2.1 Aumento generalizado de la población 
 
Una de las causas subyacentes más relevantes en el estudio de la deforestación es el 
crecimiento de la población. Las tendencias demográficas en los últimos siglos han sido 
exponencialmente altas y crecientes, de tal forma y, unido a los procesos de globalización e 
industrialización, el crecimiento poblacional ha generado que las sociedades a nivel mundial 
busquen ampliar sus lugares de vida, más aún con la tendencia actual de urbanización y prevalencia 
desenfrenada de las urbes sobre la ruralidad. 
Bajo este orden, el aumento poblacional no implica únicamente una ampliación urbanística 
que termina por consumir grandes ecosistemas actuales, sino que también, supone la necesidad de 
ampliar la producción de alimentos. Para el año 2050 (CGP, 2013) estima que la población crecerá 
un tercio, es decir, alrededor de 9,000 millones de personas habitaran el planeta Tierra. 
Por esta razón y para suplir las necesidades de la población se requiere un aumento en la 
producción de alimentos de un 70% expandiendo el área de tierra cultivable en 70 millones de 
hectáreas lo que se traduce en un 5% del total de la superficie (CGP, 2013). Esta meta se logra 





Los procesos de gobernanza son de especial utilidad para el objetivo que acá se presenta 
por cuanto esta causa subyacente supone la formula yuxtapuesta a través de la cual, a menor poder 
institucional y debilidad en la gobernanza, mayor es la materialización de la deforestación en un 
Estado, principalmente por la escasez de herramientas de acceso a la tierra, la poca transparencia 
y participación ciudadana y sobre todo por una imposibilidad fáctica del control territorial 
escapando del poder estatal la supervisión y manejo de la totalidad de territorios. La falta de 
gobernanza tiene como consecuencia que actores delincuenciales aprovechen el territorio a su 
antojo a través de, verbi gratia, la extracción de madera ilegal en terrenos de los cuales el Estado 
es propietario. 6 
2.2.3 Cambio Climático 
 
La relación del cambio climático con la deforestación resulta ser interesante por cuanto, 
estudios han demostrado una relación cíclica entre una y la otra. La deforestación genera 
cantidades alarmantes de gases de efecto invernadero. El cambio climático ha generado una 
alteración en los bosques que incentiva la deforestación, así lo hace saber Marengo (2011) al 
señalar que: 
“El incremento en la temperatura global ha sido vinculado al estrés hídrico creciente y a la 
desecación severa del suelo y la vegetación en los bosques tropicales, con degradación y erosión 
forestal asociadas en algunas áreas forestales. Por ejemplo, las predicciones sugieren que un 





6 Paradójicamente en Colombia la falta de control territorial en las zonas periféricas en razón al conflicto interno 
armado supuso la protección de los bosques naturales en gran parte de la región amazónica debido a una lógica 




las precipitaciones en la región, y con el aumento en la severidad y la frecuencia de la sequía, que 
llevaría a la extinción forestal paulatina” (Marengo, 2011) 
2.2.4 Pobreza 
 
La población con menos recursos económicos en las zonas rurales debe recurrir 
principalmente a los bosques para poder tener un sustento y un ingreso económico. De tal forma 
al aumentar la pobreza y provocarse una movilización a sectores rurales la configuración de 
deforestación a pequeña escala es más probable (Buthler, 2013). 
2.3 Causas Directas de la Deforestación. 
 
Las causas directas de deforestación corresponden a un nexo causal directo entre la causa 
y el efecto propio de la deforestación. Para este estudio se hará referencia a las principales causas 
evidenciadas en el territorio nacional y América Latina. 
2.3.1 Extensión de frontera agropecuaria 
 
En América Latina la producción agrícola es una de las principales causas que generan la 
deforestación, principalmente debido a su dependencia de los mercados primarios en sus 
economías nacionales. La ilustración 02 muestra la ampliación de los espacios requeridos para la 
agricultura como el 60% de las causas de la deforestación. Esta categoría incluye la agricultura 






Ilustración 2: (Tomado de Global Cannopi Programme, 2014) 
 
Colombia, históricamente ha sido un país agropecuario, las cadenas de producción 
primarias y la producción alimenticia han sido por décadas uno de los ejes relevantes en la 
económica nacional. La ampliación de terrenos que permitan la intensificación de estas formas de 
producción genera la deforestación de varios bosques naturales. Sin embargo, y más allá de la 
producción alimenticia, la ganadería extensiva es quizás la problemática que más complejiza la 
situación ambiental en la región. 
En Colombia, la ganadería extensiva incluye dos principales fines, quienes la ejercen con 
el ánimo de aprovechamiento económico y productivo, y quienes introducen el ganado en pie con 
el estricto objetivo de asegurar la tenencia y explotación de la tierra (Grau & Aide, 2008). 
Ambas tipologías de ganadería extensiva suponen la causa del 60 % de deforestación en 
Colombia. En el sector agrícola se presentan márgenes sustanciales de deforestación compensados 
con la producción de bienes y sostenibilidad pública. Por el contrario, en el sector ganadero existen 
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alrededor de 23 millones de cabezas de ganado en 40 millones de Hectáreas, lo que se traduce en 
menos de una cabeza por hectárea en promedio (García, 2018). 
Así mismo, García (2018) evidencia que la deforestación causada en razón a la expansión 
de la frontera agropecuaria no guarda relación con el aumento de producción y eficiencia 
económica del sector. Esto se debe a que no existe una armonización entre la vocación del 
territorio, su uso actual y el uso de tecnologías y prácticas inapropiadas que generan mayor 
ineficiencia económica del uso del suelo. García afirma que: 
“Colombia cuenta con 6,6 millones de hectáreas de tierra irrigable, pero sólo el 12.8% de 
éstas cuentan con mejoras en riego y drenaje (Visión Colombia 2019, DNP 2007). 
Asimismo, no existen medidas que fomenten el uso adecuado de la tierra. Actualmente se 
utiliza solamente 3% de las hectáreas con potencial para plantaciones forestales, 
únicamente se utiliza el 23% de tierra apta para actividades agrícolas, mientras que para 
ganadería se utiliza casi el doble de hectáreas aptas para esta actividad” (García, 2018).  
 
Así mismo y para efectos de desarrollo de la presente monografía es pertinente señalar lo 
planteado por el IDEAM (2018) quien define como agentes de deforestación a aquellas personas, 
grupos sociales o instituciones publicas y/o privadas influenciadas o motivadas por una serie de 
factores o causas toman la decisión de transformar el bosque natural en otra cobertura y uso. En ese 
entendido queda claro a efectos del objetivo general de esta investigación que las personas naturales 
solicitantes a la adjudicación de baldíos se convirtieron en agentes de deforestación motivados por 
la legislación nacional.  
Ello supone la necesidad fundamental de subsanación y cambio por cuanto como determina 
el mismo informe los agentes constituyen el actor mas relevante dentro de la caracterización 




2.3.2 Operaciones ilegales y Cultivos ilícitos 
 
El auge del narcotráfico en las décadas de los 90s conllevó a una deforestación en masa 
para la implantación de cultivos de orden ilícito, principalmente de hoja de coca. En el año 2017 
600,000 Hectáreas fueron destinadas a los cultivos ilícitos lo que corresponde a una tasa de 120 
Hectáreas por día, una hectárea de coca requiere de 1,4 hectáreas de bosque, que tarda 250 años 
en recuperarse por completo (Dinero, 2018). 
Aunado a la problemática del narcotráfico también existen mercados ilegales como la 
extracción de madera que aumenta sustancialmente el volumen de la deforestación. La madera que 
es vendida y tranzada ilegalmente en todo el territorio nacional. 
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2.3.3 Actividades económicas de extracción 
 
Si bien ya se abordaron dinámicas de extracción generadoras de deforestación, es necesario 
referirse al variopinto de actividades, que si bien son legales, producen un rango significativo de 
deforestación a nivel nacional e internacional. Es necesario referirse a cuatro grandes sectores: la 
minería; la cadena de producción del aceite de palma; la carne y el cuero. 
Bajo este orden, es menester señalar que, la minería es una de las operaciones que más 
generan deforestación en la región de América Latina. Un estudio realizado por la Universidad de 
Vermont, Estados Unidos se llegó a la conclusión de que la actividad minera representa el 10% de 
la perdida de la masa forestal total de la Amazonia en tan solo un intervalo de 10 años (2005- 2015) 
(El País, 2017). El estudio afirma que: 
“(los) resultados muestran que la minería se considera ahora una causa sustancial de la 
pérdida de bosque amazónico (…) las estimaciones previas asumían que la minería provocaba 
quizás el 1 % o el 2 % de la deforestación. Llegar al límite del 10 % es alarmante y requiere que 
se tomen medidas” (El País, 2017). 
Los efectos negativos que conlleva esta práctica se configuran en los impactos que este 
contiene en el medio natural. Los medios de extracción generan la desertización del terreno, lo que 
a su vez provoca una modificación del relieve y el cambio en la vocación del uso del suelo; así 
como también se materializa la alteración en los regímenes hidrogeológicos del suelo modificando 
las estructuras que permitan el crecimiento del bosque natural (Lillo, S.f). 
Si bien, la minería al ser regulada genera efectos dañinos, cuando esta se práctica de forma 
ilegal sus consecuencias se agravan de forma sustancial. A modo de ejemplo, la minería aurífera 
que se ha desarrollado en la amazonia del sur del Perú. Allí entre 2017 y 2018 se deforestaron 
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18,440 hectáreas de bosques naturales (Mongabay, 2019). Uno de los lugares más sintomáticos de 
esta situación es la denominada Pampa donde la minería ilegal se ha posicionado en los últimos 
años. Los efectos se muestran a continuación: 
 
Ilustración 3: Tomado de Mongabay, 2019. Conservación Amazónica (ACCA) – Amazon Conservation (ACA). 
 
 
En sentido estricto, la cadena de producción del aceite de palma resulta ser uno de los 
principales factores que ocasionan la deforestación7 (Mongabay, 2019). Este aceite se ha 
convertido en un insumo de alta demanda para la industria de alimentos, cosméticos, químicos por 
su alto rendimiento a bajo costo. 
Así las cosas, la expansión de esta plantación ha conducido a que se intensifiquen los 
incendios forestales y a perder la biodiversidad de los bosques naturales por plantaciones humanas 
homogéneas. Por otra parte, como lo evidencia en el estudio realizado por CGP escenarios 
negativos frente al cambio climático: 
“En relación a las implicaciones sobre el cambio climático, la conversión de bosques en 






7 Si bien los procesos de deforestación de este commoditie se generan en el sudeste oriental, con el ánimo de realizar 
un análisis integral y esquemático se abordan las principales aproximaciones frente el particular. 
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que se establecen en turberas ricas en carbono, lo que ha hecho de la producción de aceite 
de palma una fuente importante de emisiones de CO2” (CGP, 2014). 
Por su parte, la producción de carne y cuero se envuelve en una relación inescindible con 
la causa directa de la expansión de la frontera agropecuaria toda vez que, al aumentarse la 
expansión del ganado existe mayor producción de dichos productos. Anualmente se producen 
alrededor de 57 millones de toneladas de carne en todo el mundo (WWF,2012). Esta situación se 
refleja de manera específica al evidenciar que, en países como Brasil, la tala de bosques se ha 
acelerado de forma exponencial, tanto así que entre 1990 a 2003 el hato ganadero en la amazonia 
creció en un 140% (CGP,2014) o como sucede en Argentina y Paraguay que se ha evidenciado un 
aumento del 70 % en la superficie de pastos en los últimos treinta años (Rautner, M & Legget, M, 
2014). 
2.3.4 Incendios forestales 
 
El efecto desencadenante del cambio climático sumado a los factores directos 
anteriormente señalados ha conllevado a que los incendios forestales hayan aumentado generando 
una rápida y acelerada destrucción de los bosques naturales que, al sufrir dicha exposición se hace 
imposible o por lo menos retrasa y obstaculiza la conservación adecuada de los bosques naturales 
a nivel mundial. 
En Colombia la situación ha sido critica, según las estadísticas de la Dirección Nacional de 
Bomberos, entre diciembre de 2018 y marzo de 2019 se registraron 928 incendios forestales 
(Semana, 2019). Lo anterior es crítico si se tiene en cuenta que según los satélites del Ideam existen 




La minuciosa descripción de las causas directas y subyacentes, se puede resumir de forma 
esquemática en el siguiente grafico elaborado por el IDEAM y el Ministerio de Ambiente: 
 
Tabla 2 Tomado de Ideam & MinAmbiente (2011) 
 
Luego de haber analizado con minuciosidad los elementos básicos que constituyen la 
noción conceptual de la deforestación y las principales causas de la deforestación a nivel nacional 
e internacional. En adelante se hace una síntesis de la situación actual de deforestación para, 
seguido a ello, esclarecer sus principales consecuencias y efectos negativos en el desarrollo 
ambiental de la Nación. 
2.4 Situación actual a nivel internacional 
 
La situación actual es crítica, los países con mayor nivel de biodiversidad resultan ser los 
más afectados por la deforestación, Colombia ha perdido más de 400,000 hectáreas, así como 
Brasil e Indonesia que, si bien han buscado mermar la situación, los avances han sido poco 
significativos. Los incendios en la amazonia brasileña generaron la pérdida del 31% de la cobertura 
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arbórea (El País, 2018). Por su parte, la República Democrática del Congo ha aumentado la tala 
indiscriminada en un 6% más que el índice porcentual de los años 2017 y 2018. 
La situación quedó esclarecida con el informe presentado por Global Forest Watch (2019) 
donde afirmó que, si bien Brasil e Indonesia han disminuido en sus porcentajes, sus territorios aun 
abarcan gran parte de la totalidad de la deforestación (Infobae, 2019). De igual manera el informe 
reflejó que las tasas de perdida en Costa de Marfil, Ghana y Colombia se incrementaron 
sustancialmente en el último año (Global Forest Watch, 2019). 
2.5 Consecuencias 
 
Las consecuencias de la deforestación son múltiples. El presente análisis hará alusión a los 
tres principales efectos en relación con la adjudicación de baldíos. 
2.5.1 Reducción y Pérdida de biodiversidad 
 
La existencia de los bosques naturales y el ánimo de su conservación radica principalmente 
en que los ecosistemas naturales que perviven en ella refugian a un variopinto de especies naturales 
que pueden vivir única y estrictamente en dichos entornos, debido a que los elementos naturales 
que contienen determinados ecosistemas, así lo permiten. 
Resulta pues, ser una consecuencia lógica que, al realizarse un proceso de deforestación se 
eliminen las condiciones necesarias de supervivencia y las condiciones óptimas de determinado 
hábitat, condenándolas inequívocamente, a su reducción y/o extinción en el peor de los casos. 
En Colombia y debido al posicionamiento como el segundo país con más de biodiversidad 
a nivel mundial, la responsabilidad estatal es mucho más grande, albergando más de 56,000 
especies de plantas y animales en todo el territorio nacional. No obstante, este potencial se ha visto 
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disminuido en un 18% debido a la práctica indiscriminada de la deforestación, así en el año 2017 
se perdieron 220,000 hectáreas amenazando la supervivencia de más de 6,630 especies nativas de 
flora y fauna (Instituto Humboldt, 2018), el acápite de sostenibilidad ambiental de la Revista 
Semana (2019) permite dimensionar la gravedad en el siguiente fragmento: 
“(…) pero ahí no para la tragedia. El Humboldt calculó que, si la deforestación continúa su 
ritmo galopante, 4.300 especies de la Amazonia colombiana correrían el riesgo de 
desaparecer en 2030, entre jaguares, dantas, tigrillos, monos, águilas, ranas, serpientes y 
plantas ancestrales.” (Semana, 2019). 
2.5.2 Cambio Climático 
 
Los procesos de deforestación aumentan la producción de dióxido de carbono y de gases 
invernaderos perjudicando aún más las condiciones y la lucha perene del cambio climático. 
Aunque las dos consecuencias anteriormente señaladas son graves, para efectos de esta 
investigación las que le preceden son la justificación del presente proyecto, toda vez que, a través 
de la asignación de baldíos se está duplicando los efectos malignos de la deforestación , son estas 
dos consecuencias siguientes las que la normatividad está potencializando para lograr la 
adjudicación territorial de bienes de propiedad del Estado, a saber: el cambio y modificación en 
las estructuras de la vocación del uso del suelo y la degradación forestal. 
2.5.3 Modificación en las estructuras del uso del suelo. 
 
Al realizarse un proceso de deforestación se generan múltiples efectos negativos, entre ellos 
se puede encontrar: (i) la modificación en los ciclos de nutrientes; especialmente del Carbono 
debido a que las técnicas de deforestación en varias ocasiones se genera a través de la quema 
generalizada conllevando a la quema total de nutrientes en el suelo; (ii) la alteración negativa del 
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régimen hidrológico, toda vez que, se modifica la capacidad de retención e infiltración del agua, 
adicional a la modificación de la escorrentía de las aguas superficiales, la disminución de los 
tiempos de concentración y la desestabilización de las napas freáticas8, lo que a su vez favorece 
las inundaciones o sequías y (iii) el aumento de la erosión y sedimentación de los suelos 
imposibilitando su uso originario (Salusso, 2009). 
El estudio realizado por el Instituto de Hidrología, Meteorólogia y Estudios Ambientales 
en el año 2016 señala que, el cambio y el aumento de las problemáticas ambientales relacionadas 
con la deforestación se deben a que el uso del suelo no se ha realizado conforme a su vocación en 
gran parte por el patrón preponderante de explotación y consumo (IDEAM,2016). 
Por su parte, Álvarez (2019) señala que todas las consecuencias ambientales se 
constituyen en un todo desde una perspectiva holística, toda vez que una afecta a la otra, en este 
entendido la perdida de la biodiversidad y el cambio climático afectan de igual forma las 
estructuras del suelo, como esta llega a afectar el cambio climático. El proceso cíclico y voraz de 
la deforestación lo retrata el autor de la siguiente forma: 
“Todo inicia con la tala indiscriminada que transforma el bosque en sabanas para acaparar 
tierras, que a su vez deja sin hogar a un sinfín de especies de flora y fauna silvestre. Sin 
esas coberturas vegetales, la nueva víctima son los suelos, que empiezan a sufrir de 
degradación y erosión. Al quedar expuesto a la radiación solar y rayos UV, hay cambios 
en las características propias del suelo que detienen el proceso de descomposición de la 




8 Acumulación de agua subterránea que se encuentra a una profundidad relativamente pequeña bajo el nivel del suelo. 




morir ante esas condiciones drásticas en términos de temperatura y radiación solar”.” 
(Álvarez, 2019). 
2.5.4 Degradación y Erosión Forestal. 
 
El concepto de degradación forestal va íntimamente ligado al concepto de deforestación. 
la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura supone cambios en 
el bosque que afectan negativamente a la estructura o función de la masa forestal o el lugar, 
reduciendo su capacidad para suministrar productos y/o servicios (FAO, 2018). 
Bajo este entendido, el cambio en la naturaleza del suelo, el cambio climático y la perdida 
de la biodiversidad generan la degradación forestal que afecta en las cadenas de alimentación y 
protección medioambiental de la nación. 
Ahora bien, luego de estudiadas las causas, las principales problemáticas actuales a nivel 
nacional e internacional y las consecuencias del fenómeno de la deforestación se hace necesario 
concatenar su estudio con el objetivo planteado en esta investigación. 
De esta forma, y volviendo a lo comentado en el primer capítulo, se analizó que el acceso 
a los baldíos de la Nación se hacía a través de un enfoque preponderantemente extractivo y de 
explotación, de manera tal que, la adjudicación se otorgaba en razón a la demostración de 
explotación sobre el predio, explotación que consistía en la expansión de la frontera agrícola en la 
mayoría de las veces, la cual a su vez, como se evidenció, es una de las causas directas de la 
deforestación. 
En este sentido, la normativa agraria propicia y fomenta una causa directa de la 
deforestación. Además, realiza una distribución errónea de la tierra desde la vocación del uso del 
suelo. Así pues, el 42% de la vocación de la tierra, equivalente a 48 millones de Hectáreas poseen 
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una vocación para plantaciones forestales y de conservación de bosques mientras que, solo el 37% 
tiene vocación agrícola y ganadera (Ministerio de Agricultura, 2014). 
No obstante, a ello, en la actualidad de los 48 millones con vocación de preservación 
forestal solo 0,4 millones se utilizan para tal fin mientras que, de los 15 millones de hectáreas con 






Ilustración 4: (Ministerio de Agricultura, 2014) 
 
No existe una concordancia con la vocación del suelo y la efectiva adjudicación 
territorial. En este sentido el órgano legislativo propició un aumento en los índices de 







Ilustración 5: (Ministerio de Agricultura, 2014) 
 
De esta forma, al subsistir los medios de adjudicación orientados a la explotación agrícola 
se seguirá fomentando la deforestación a través de las causas directas y subyacentes que el mismo 
Estado en su desconocimiento propendió. Propiciar la deforestación a gran escala irrumpe la 
capacidad estratégica del gobierno en materia de biodiversidad: se degradan y erosionan los suelos 
ocasionando pérdidas inmensas en materia forestal y lo que es más grave aún, modificando las 
estructuras propias del suelo volviendo improductivo gran parte del territorio nacional. 
Se hace pues imprescindible remediar dicha situación, si bien es cierto que, la expedición 
del Decreto Ley 902 de 2017 y el sistema de puntuación RESO son un paso hacia dicha solución, 
se hace necesario emprender mecanismos, estrategias y cambios en el imaginario social y colectivo 
sobre los modelos, no solo de adjudicación territorial sino también sobre el uso adecuado del 
territorio, con el objetivo último de generar una mayor eficiencia y productividad en el uso y 







Una mirada propositiva diferente a la adjudicación de baldíos 
 
De acuerdo al análisis anteriormente abordado, se pudo constatar con claridad el nexo 
causal entre los regímenes de adjudicación de baldíos, los altos índices de deforestación y el uso 
inadecuado de la vocación del suelo en todo el territorio nacional. 
 
Lo anterior se pone de presente con los aumentos generalizados de la deforestación en 
regiones como la Amazonia y los municipios del Guaviare y el Caquetá, aunado a los incendios a 
gran escala, que se han producido en los últimos años a causa, en muchas ocasiones, de la 
ampliación irresponsable de la frontera agrícola sin acompañamiento, licencia o permiso para su 
extensión ilimitada. 
 
Es por esta razón que la presente investigación pretende plantear seis propuestas frente a 
las afectaciones no calculadas que ha generado del régimen de adjudicación de tierras, con la 
finalidad de aliviar y subsanar la larga deuda histórica con los recursos naturales en Colombia. 
 
1. Transformación y modificación normativa del régimen de transición planteado en el 
artículo 27 del Decreto 902 de 2017. 
 
La primera propuesta supone la necesidad irrestricta de transformar el artículo 27 del 
Decreto 902 de 2017, para que de forma inmediata, se suprima el beneficio de acudir al anterior 
régimen en los términos planteados, esto es, a la necesidad de demostrar una ocupación iniciada 
con anterioridad a la expedición del mencionado decreto ley, sin que se hubiera efectuado una 
solicitud de adjudicación, dando la posibilidad de que el titular pueda acudir al régimen que más 
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les favorezca, siempre y cuando hubieren probado dicha ocupación con anterioridad al 27 de 
mayo de 2017. 
 
En tal entendido, no hace falta únicamente con emitir la derogatoria al artículo en comento 
sino que se debe esquematizar una transformación del mismo como una solución idónea y plausible 
a la problemática referida, en razón a que, la misma tuvo el suficiente espacio temporal para que 
las personas se acogieran a este régimen, por lo que acá se propone reemplazar dicho régimen de 
transición por uno que permita intensificar en los presupuestos ya abordados, de tal forma y desde 
una perspectiva propositiva se propone que se implemente un régimen de transición diferente al 
establecido por el legislador. 
 
Para el efecto, se propone que el régimen de transición sea modificado en los siguientes 
aspectos, a saber: (i) que por parte del legislador se fijen los parámetros probatorios exigidos, es 
decir que dicha ocupación previa, pueda entenderse suplida con la demostración de la falta de 
recursos económicos por parte del titular que impidieron que pudiera realizar su explotación, en 
los términos de la Ley 160 de 1994; así mismo (ii) que pueda entenderse la imposibilidad de dicha 
ocupación en los casos en los que se pruebe el desplazamiento o abandono a causa del conflicto 
armado en Colombia y por último, (iii) que en todos los casos en los que la ocupación previa quiera 
ser demostrada con la tala de árboles o de actividades que determinen acciones orientadas a la 
deforestación no sean tenidas en cuenta. 
 
Una vez se demuestre por parte del titular, algunos de los presupuestos señalados, en el 
párrafo anterior, la Agencia Nacional de Tierras, establecerá un programa de articulación 
institucional que vincule y obligue a las entidades del Estado, que dentro de su misionalidad tengan 
funciones asignadas y relacionadas con el uso adecuado del territorio, y que puedan proveer los 
54 
 
recursos productivos necesarios para una adecuada producción y explotación del suelo para que se 
vinculen y mediante un programa estatal se brinden a los titulares las condiciones para la 
explotación adecuada del territorio, en esta propuesta se determinan algunas entidades del Estado 
tales como: 
 
- La Agencia de Desarrollo Rural - ADR-, la cual y en el marco de sus competencias es 
la entidad responsable de gestionar, promover y financiar el desarrollo agropecuario y 
rural para la transformación del campo y adelantar programas con impacto regional, la 
cual en su oferta institucional ofrece los servicios que la comunidad agrícola necesita 
para hacer producir la tierra y mejorar las condiciones de vida de los pobladores rurales. 
- La Unidad de Planificación Rural Agropecuaria – UPRA-, la cual en virtud del Decreto 
4145 del 2011, dentro de sus funciones tiene las de planificar el uso eficiente del suelo, 
definir los criterios y crear los instrumentos requeridos para el efecto, previendo el 
respectivo panorama de riesgos, y una mayor competitividad de la producción 
agropecuaria en los mercados internos y externos. Asimismo, planificar el 
ordenamiento social de la propiedad de las tierras rurales, definir los criterios y crear 
los instrumentos requeridos para tal efecto y los procesos de formalización, como parte 
del ordenamiento social de la propiedad de las tierras rurales. 
- El Ministerio de agricultura y Desarrollo Rural – MADR -, que en el marco de sus 
competencias determinadas en el Decreto 1985 de 2013, le corresponde formular, 
dirigir, coordinar y evaluar la política relacionada con el desarrollo rural, agropecuario, 
pesquero y forestal, es así que la Ley 1776 de 2016 en el artículo 4 establece que dicha 
cartera Ministerial “será responsable de liderar y coordinar la formulación de la política 
general de desarrollo rural, con base en criterios de ordenamiento productivo y social 
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que permitan determinar las áreas prioritarias de desarrollo rural”. Es en dicho marco 
que se estableció la frontera agrícola en Colombia, definida como una línea o como una 
zona o franja que separa tierras transformadas para cultivos de aquellas que no han sido 
transformadas u ocupadas para actividades agropecuarias (UPRA, 2018) 
- El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS), el cual en virtud de lo 
señalado en la Ley 99 de 1993 en el artículo 5 numeral 1, se establece que corresponde 
a este ministerio la de “Formular la política nacional en relación con el medio ambiente 
y los recursos naturales renovables, y establecer las reglas y criterios de ordenamiento 
ambiental de uso del territorio y de los mares adyacentes, para asegurar el 




Es así que una vez sea modificado por el legislador el artículo 27 del Decreto 902 de 2017, 
la Agencia Nacional de Tierras, en el marco se sus competencias a través de su consejo directivo 
podrá establecer un programa que fije estos presupuestos para que a través de contratos de 
aprovechamiento, se logre vincular al titular, que en el marco de la transitoriedad logre efectuar el 
cumplimiento de los requisitos previstos en la Ley 160 como una ocupación previa, asistida y 
acompañada por el Estado que permita una explotación y aprovechamiento económico responsable 
y determinado con la normatividad actual respecto del uso adecuado del suelo. 
 
Para el efecto, la modificación de este articulo deberá contener por parte del legislador un 
límite temporal, en el que los titulares deberán informar a la Agencia Nacional de Tierras su deseo 
de acogerse a este programa en el maro del régimen de transición para que por parte del Estado se 
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pueda hacer un cálculo en términos de recursos económicos, tiempos y recursos humanos que se 
invertirían para este fin. 
 
Con la celebración del contrato de aprovechamiento lo que se buscará es que se logre el 
cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 69 de la Ley 160 de 1994 para poder ser 
sujeto de reforma agraria y como consecuencia se le adjudique el predio sobre el cual se celebró 
dicho contrato, siempre y cuando las actividades de aprovechamiento económico se hayan 
realizada en razón del programa interinstitucional descrito con el acompañamiento del Estado. 
 
En todos los casos que los titulares opten por este régimen de transición deberán siempre 
atender los criterios determinados en el inciso tercero y cuarto del artículo 69 de la Ley 160 de 
1994, respecto de los temas de conservar los recursos naturales, en el entendido en que “En los 
casos en que la explotación realizada no corresponda a la aptitud específica señalada, el baldío no 
se adjudicará, hasta tanto no se adopte y ejecute por el colono un plan gradual de reconversión, o 
previo concepto favorable de la institución correspondiente del Sistema Nacional Ambiental. 
 
Las áreas dedicadas a la conservación de la vegetación protectora, lo mismo que las 
destinadas al uso forestal racional, situadas fuera de las zonas decretadas como reservas forestales 
o de bosques nacionales, se tendrán como porción aprovechada para el cálculo de la superficie 
explotada exigida por el presente artículo para tener derecho a la adjudicación. 
 
2. Aplicación efectiva de los artículos 52 y 59 de la Ley 160 de 1994 . 
 
La Ley 160 de 1994, en el marco de sus objetivos planteó, entre otras la necesidad de la 
regularización de la ocupación y aprovechamiento de las tierras baldías de la Nación, dando 
preferencia en su adjudicación a los campesinos de escasos recursos, y establecer Zonas de Reserva 
57 
 
Campesina para el fomento de la pequeña propiedad rural, con sujeción a las políticas de 
conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables y a los criterios de 
ordenamiento territorial y de la propiedad rural que se señalen, es así que en su contenido 
contempló disposiciones normativas encaminadas a la obtención de estos fines. 
 
En su artículo 52 se contempló en favor de la Nación la extinción del derecho de dominio 
o propiedad sobre los predios rurales en los cuales se dejare de ejercer posesión en la forma 
establecida en el artículo 1o. de la Ley 200 de 1936, durante tres (3) años continuos, salvo fuerza 
mayor o caso fortuito, o cuando los propietarios violen las disposiciones sobre conservación, 
mejoramiento y utilización racional de los recursos naturales renovables y las de 
preservación y restauración del ambiente (…)”, para lo cual la Agencia Nacional de Tierras – 
ANT- tendrá a su cargo adelantar las diligencias y dictar las resoluciones sobre extinción del 
derecho de dominio privado sobre predios rurales según lo previsto en la presente Ley. 
 
Asimismo, en el artículo 59 de la mencionada Ley se determinó que sería causal de 
extinción del derecho de dominio la explotación que se adelante con violación de las normas 
sobre conservación, mejoramiento y utilización racional de los recursos naturales renovables 
y las relacionadas con la preservación y restauración del ambiente contenidas en el Código 
Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente y demás 
disposiciones pertinentes. 
 
Dichas disposiciones normativas se encuentran vigentes, no fueron derogadas por el 
Decreto 902 de 2017 lo que da cuenta de una intencionalidad de aplicabilidad en términos de la 
conservación, mejoramiento y utilización racional de los recursos naturales renovables y las 
relacionadas con la preservación y restauración del ambiente; sin embargo, pese a la promulgación 
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de estos artículos y su vigencia, las mismas no han tenido aplicabilidad, por lo tanto, se propone 
que estas sean instrumentos normativos de control por parte de la Agencia Nacional de Tierras, del 
cual se propone celebrar reglamentar mediante Decreto en el cual se asignen funciones al 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, 
para que a través de sus adscritas puedan ejecutar y dar cumplimiento a estas disposiciones, que 
cumplen con la finalidad social, ecológica y uso adecuado del territorio. 
 
3. Inclusión en la resolución de adjudicación de la obligación de conservación de los 
recursos naturales, como condición resolutoria. 
 
En los procesos de adjudicación previstos en el Decreto 902 de 2017 o bien en los 
determinados en el marco de transitoriedad de la Ley 160 de 1994, atendiendo a la modificación 
propuesta, se considera relevante que en los actos administrativos en los cuales la Agencia 
Nacional de Tierras, resuelva la adjudicación de los predios, se incluya una condición resolutoria 
que determine la obligatoriedad en cabeza de los titulares de la adopción y ejecución de un plan 
gradual de reconversión (en los casos que se requiera) por cambio del uso del suelo, el cual debe 
estar asistido por las entidades del Estado. 
 
Ahora, en lo que respecta a las áreas dedicadas a la conservación de la vegetación 
protectora, lo mismo que las destinadas al uso forestal racional situadas fuera de las zonas 
decretadas como reservas forestales o de bosques nacionales, se tendrán que determinar aspectos 
de conservación que deberán ser revisados periódicamente por la entidad competente, en caso de 
cumplirse será una condición resolutoria de la resolución de adjudicación. 
 
Lo mismo ocurrirá en los casos que la destinación del uso del suelo del predio dado en 
adjudicación no sea la correspondiente. 
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Con la aplicación única y exclusiva de la normatividad del Decreto 902 de 2017, a través 
del sistema de puntuación establecido en el artículo 14 con la implementación del denominado 
RESO, y con base en ello, permitir la existencia de un mayor grado de rigurosidad a la hora de la 
adjudicación de los terrenos baldíos de la nación, donde se atiendan los criterios señalados. 
 
Así las cosas, y con el objetivo de no obstaculizar el acceso a la tierra por parte de los 
campesinos, se propone realizar frente a aquellas solicitudes que se acogieron al régimen de 
transición una entrega material de los predios donde se condicione la titulación y adjudicación de 
los fundos al cumplimiento de la función ecológica, la implementación de proyectos productivos 
o de conservación (dependiendo la calidad del suelo a adjudicar) a un tiempo determinado y 
controlado a través de inspecciones oculares periódicas por parte de los funcionarios de la Agencia 
Nacional de Tierras y el Ministerio del Medio Ambiente, tal como se señaló. 
 
De comprobarse en las visitas relacionadas que las personas que poseen la expectativa de 
adjudicación no han cumplido con la función ecológica de la propiedad, no han implementado 
proyectos de protección ambiental o que se encuentran explotando el bien sobre usos contrarios a 
los que el mismo tiene vocación, se procederá a hacer efectiva la condición resolutoria que quedó 
plasmada en el documento de entrega material del bien y en el cual se había condicionado la 
titulación del bien baldío. 
 
De igual forma y dentro de este primer componente normativo se hace necesaria a su vez, 
una modificación del régimen de la Unidad Agrícola Familiar que contenga elementos esenciales 
de corte ambiental. Según la Ley 160 de 1994 y la Resolución 041 de 1996 expedida por el Incora 
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la UAF es la: empresa básica de producción agrícola, pecuaria, acuícola o forestal cuya 
extensión, conforme a las condiciones agroecológicas de la zona y con tecnología adecuada, 
permite a la familia remunerar su trabajo y disponer de un excedente capitalizable que coadyuve 
a la formación de su patrimonio. 
 
Es decir, se hace necesario que la regulación de la Unidad Agrícola Familiar intensifique 
y señale en las disposiciones normativas subyacentes que la misma podrá ser adjudicada no solo 
en términos de explotación sino que esta se determinará conforme a condiciones ambientales y 
topográficas como la vocación del suelo en el lugar y la responsabilidad social y ambiental que 
sobre la misma se puede generar, es decir, fomentar una suerte de compromisos en la comunidad 
para que se ejerzan procesos de conservación, restauración y reforestación en las zonas más 
afectadas. 
 
Así mismo, resulta menester volver al artículo 8 del Decreto Ley 902 de 2017 donde se 
establece que, quien fuere sujeto de acceso a tierras y formalización a título gratuito o parcialmente 
gratuito se someterá a una serie de prerrogativas y limitaciones, entre las cuales se encuentran la 
de acatar las reglamentaciones sobre usos del suelo, aguas y servidumbres y la de no violar las 
normas sobre uso racional, conservación y protección de los recursos naturales renovables 
(Numerales 4 y 5, Art. 8, Ley 902 de 2017). 
 
Así las cosas, en el parágrafo 3 del precitado artículo se establece que las obligaciones 
señaladas limitan la facultad sancionatoria de la Agencia Nacional de Tierras por el término 
referido en el inciso primero del presente artículo, sin perjuicio de que, a su finalización, las 
dispuestas en los numerales 4 y 5 y en general el ejercicio de la propiedad, se desarrollen conforme 
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a la ley y puedan ser objeto de las acciones y sanciones procedentes para corregir o castigar 
cualquier infracción. 
 
Sin embargo, estas sanciones de las que se habla no se establecen de forma cierta y 
determinada, es decir, no se esclarece que procesos sancionatorios se adelantaran en caso de que 
el adjudicatario no cumpla con los requisitos necesarios que permitan respetar los recursos 
naturales otorgados y la vocación del suelo en el que se encuentra el bien baldío. Por esta razón se 
hace necesario dotar de instrumentos sancionatorios a la norma, ya sea a través de la 
implementación de figuras como el adelantamiento de procesos sancionatorios, la extinción de 
dominio o la delimitación de áreas especiales que tengan en consideración el uso forestal, para que 
con base a estas medidas la norma potencialice que su fuerza vinculante sea mayor y se logre el 
cometido de la norma en términos de efectuar una formalización y activación rural conforme a los 
presupuestos ambientales que la tierra demanda. 
 
 
5. Implementación del Decreto 902 de 2017 
 
El Decreto 902 de 2017 no consigue transformar la cultura jurídica nacional de otorgar un 
papel significativo a la explotación y desconoce en un gran porcentaje la relevancia de la vocación 
del uso del suelo en Colombia con efectos de su aprovechamiento. 
 
De tal forma, se hace imprescindible que desde una órbita institucional y en cabeza de la 
Agencia Nacional de Tierras, quienes acorde al Decreto 902 de 2017 al Decreto 2363 de 2015 
detentan la facultad de evaluar el puntaje del RESO para la adjudicación, brinden un mayor 
impacto al uso idóneo, pertinente y conducente del suelo, de forma tal que, la adjudicación 
obedezca no solo a la formalización de la tierra sino a que a su vez propenda por la implementación 
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efectiva de proyectos productivos en la región que a su vez permita la consolidación de la 
reactivación del campo, objeto ultimo del Acuerdo de Paz para la Terminación del Conflicto y la 
Consolidación de una Paz Estable y Duradera. 
 
Así mismo, se hace necesario un mayor control de transparencia en los procesos de 
adjudicación de terrenos baldíos ya que como se elucidó con antelación, los mismos estuvieron 
permeados por procesos de corrupción que facilitaron la adjudicación en manos de latifundistas 
que independiente a los mandatos del legislador lograron acaparar terrenos sin atender a criterios 
de aprovechamiento y de vocación de uso de suelo. 
6. Jornadas de capacitación en términos de vocación del suelo a la población rural 




Finalmente, como propuesta se plantean los ejercicios de capacitación a cargo de las 
entidades del estado y de los particulares que ejerzan función pública, en el sentido de plantear 
buenas prácticas para el uso del suelo de acuerdo a su vocación, factor que resulta determinante 
para la conservación del mismo. Es así que se propone que, por parte de las entidades del gobierno 
nacional, principalmente del MADR y MADS en el marco de sus competencias se planten guías, 
parámetros, que determinen el uso del suelo y disponiendo de las secretarias de agricultura que se 
encuentran en los entes territoriales se incluya dentro de sus funciones la capacitación asertiva e 
inclusiva de las competencias de las entidades del estado para asistencia técnica, académica, 
productiva, dirigida a las comunidades rurales. 
 
También se propone el acompañamiento de los gremios, entendidos como el conjunto de 
personas que tienen un mismo ejercicio, profesión o estado social(RAE,S.f), para capacitar a la 
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comunidad rural que se dedique a las actividades agropecuarias de su especialidad con la finalidad 
de poder determinar inclusión de tecnología e innovación que permita hacer los procesos 
agropecuarios sostenibles con el medio ambiente, logrando por beneficios tributarios con el 
gobierno nacional. 
 







Tabla 3  Fuente: Elaboración Propia 
 
Con todo, es necesario señalar que, tal y como se evidenció en el segundo capítulo, existen 
otros elementos que confluyen y que así mismo generan la deforestación. Si bien, esta serie de 
Transformación del art. 
27 Decreto 902 de 2017. 
Capacitación a la 
población rural sobre 
vocación de suelo y 
activacion del campo. 
Aplicación del Art. 52 y 
59. Ley 160 de 1994. 
Implementación  
material del Decreto 902 
de 2017. 
Violación a la 
conservacion de 
rec mo ursos naturales co 
C ia ondicion Resolutor 
Prevalencia en el 
sistema de puntuación 




medidas de orden normativo, institucional y factico o pedagógico aliviaran en gran medida la 
preocupante deforestación de los bosques de la nación, se hace a su vez necesario finiquitar otro 
variopinto de variables que contribuyen a la tala y quema de árboles. Entre ellas se encuentran, el 
posible retorno de escenarios de violencia a través de grupos como el Ejército de Liberación 
Nacional, ELN o las disidencias de las extintas FARC, o las consecuencias gravosas del cambio 
climático que en los últimos años hizo fenecer millones de hectáreas en la amazonia brasilera y 
colombiana. 
 
La invitación de cierre es a seguir ejerciendo esfuerzos académicos, institucionales y 









La vigencia del articulo 27 Decreto 902 de 2017 y el compendio legislativo anterior a la 
vigencia del decreto 902 de 2017 y el artículo 27 que contempla el régimen de transición generaron 
un incentivo perverso orientado a la explotación del territorio sin atender a criterios de vocación 
del suelo, lo que generó un crecimiento exponencial en los índices de deforestación del sector rural 
en Colombia. De esta conclusión se desprenden tres grandes premisas de la relación entre 
adjudicación de tierras y deforestación. 
 
En primer lugar, se concluye un patrón recurrente en la legislación agraria en Colombia, 
específicamente en la adjudicación de baldíos de la nación a personas naturales. Dicho patrón como 
se constató a lo largo de la investigación, consiste en la errada visión del legislador al determinar 
como requisito sine qua non desde el año 1821 la explotación agropecuaria del terreno para 
demostrar actos de titularidad y ocupación. 
 
Este patrón se codificó a lo largo de la evolución normativa reguladora de la adjudicación 
de baldíos en disposiciones normativas como la Ley 13 de 1821; la Ley 110 de 1912; la Ley 200 
de 1936 la Ley 160 de 1994 donde se estipuló la necesidad irrestricta de explotar- entendiendo por 
explotación la ampliación de la frontera agrícola y el uso agropecuario del territorio – para poder 
adjudicar los territorios en cabeza de una persona natural. 
 
No obstante, ello derivó en un incentivo perverso como quiera que, en vez de demostrarse 
la ocupación del bien, lo que se conllevó fue a una explotación injustificada del terreno para 
acreditar actos que demostraran la ocupación, lo que generó la ampliación de la frontera agrícola, 
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quemas incontroladas y la tala injustificada de árboles propiciando un aumento exponencial en las 
tasas de deforestación en la nación. 
 
Si bien es cierto que, con la expedición del Decreto Ley 902 de 2017, el cual tuvo como 
fundamento resolver el primer punto del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la 
Construcción de una paz Estable y Duradera en relación a la consolidación de la Reforma Rural 
Integral, se pensó en un sistema de adjudicación mucho más riguroso y garante de los recursos 
naturales a través del sistema de puntuación RESO descrito en líneas anteriores. 
 
Pese a ello, el Decreto Ley dejo la puerta abierta, al menos por un periodo extenso, para 
seguir utilizando los criterios anteriores con la entrada en vigencia del artículo 27, el cual permitió 
al solicitante adjudicatario elegir el régimen para su adjudicación, frente a lo cual, y en aras de 
lograr la formalización del territorio, empezaron a deforestar a gran escala para demostrar una 
explotación que no se venía desarrollando. 
 
De tal forma, se logra atisbar la segunda premisa concluyente en la cual se evidencia 
incrementos exponenciales en la deforestación a partir del año 2017 se vieron fuertemente 
incrementados en departamentos como el Caquetá, el Guaviare y el Meta con más de 130,000 
hectáreas deforestadas producto de la tala injustificada de árboles, la expansión de la frontera 
agropecuaria y otras variables como la presencia de grupos armados o el cambio climático, 
logrando de tal manera, visibilizar el nexo causal entre la problemática normativa abordada y la 
realidad fáctica de la nación. 
 
De tal razón y evidenciando que la estructura normativa colombiana en términos agrarios 
se fue consolidando como un incentivo perverso a la deforestación, en tercer lugar, se concluye la 
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necesidad de replantear algunos aspectos que permitan fortalecer no solo la normatividad agraria 
sino también la formalización de la tierra y con ello el crecimiento y productividad económica del 
sector rural. 
 
Dichos aspectos se traducen en tres principales componentes. Un primer aspecto de 
naturaleza normativa donde se plantea la necesidad de transformar la vigencia del artículo 27 que 
consagra el régimen de transición anterior a la entrada en vigencia del Decreto 902 de 2017; así 
como también la búsqueda de implementar figuras jurídicas como la Unidad Agrícola Familiar con 
responsabilidad social y ecológica y la implementación de medidas sancionatorias concretas y 
reales ante eventuales casos de desacatamiento a las obligaciones posteriores a la adjudicación. 
 
De igual forma, se contempla un componente de orden institucional a través del cual se 
exhorta a que la Agencia Nacional de Tierras adelante la evaluación del RESO haciendo hincapié 
en elementos necesarios como la vocación del suelo y que a su vez elimine factores que trasgredan 
la eficacia de los procedimientos administrativos como posibles actos de corrupción en las 
adjudicaciones y la ralentización de la ejecución de proyectos planteados en la normatividad como 
el denominado enfoque étnico del Decreto Ley 902 de 2017. 
 
Por último se erige un tercer componente, de naturaleza pedagógica y que su impacto será 
ejecutado y realizado directamente en la población afectada, de tal suerte que se materialicen 
jornadas de capacitación que logren modificar la cultura rural en términos explotación del 
territorio, en aras de visibilizar la potencialidad y sostenibilidad de proyectos económicos a través 
de la realización de otras iniciativas como la conservación forestal y la biodiversidad atendiendo 
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